


Todo derecho tiene como correlato un deber u obligación, es decir, una disposición para dar, hacer o no hacer alguna cosa; de otro modo, el derecho sería un concepto vacío.

Por ello, los derechos humanos incluyen tanto derechos como obligaciones y son los Estados quienes asumen, en virtud del derecho internacional, los deberes de respetar y garantizar estos derechos.

La obligación de respetarlos significa que los Estados deben abstenerse de interferir en el disfrute de los derechos humanos, o de limitarlos, o sea, el estado no puede privar ilegalmente de la vida a una persona, ni someterla a torturas o tratos crueles. La obligación de garantizar su cumplimiento exige que los Estados deban prevenir su violación, investigar si los derechos son quebrantados y, en consecuencia, castigar a los culpables. Si la violación se produce, toda la maquinaria del Estado debe actuar para que esta conducta no quede impune. En el plano individual, así como debemos hacer respetar nuestros derechos humanos, también debemos respetar los derechos humanos de los demás.

El Estado está obligado a organizar el poder público de manera que pueda cumplir con los deberes de respeto y garantía de los Derechos Humanos. Esto se logra fundamentalmente a través de dos herramientas: el poder de policía destinado a velar por la vida y la seguridad de los ciudadanos, y la posibilidad de instrumentar políticas públicas que aseguren a todos la satisfacción de las necesidades básicas.

Es importante tener en cuenta que cuando se habla de derechos humanos entra en juego el binomino derecho- obligación, por ello, el estado no sólo tiene la obligación de garantizar el cumplimiento de los derechos humanos sino que también es el responsable de todas las violaciones que se cometan a estos derechos.

Por eso, un hecho ilícito que inicialmente no resulte imputable al Estado, por ser obra de un particular, puede acarrear la responsabilidad del Estado, debido a su falta de diligencia para prevenirlo, investigarlo, sancionarlo, y garantizar a la víctima la reparación debida. También debe imputarse al Estado la responsabilidad por los crímenes de lesa humanidad no aceptados como cometidos por él, pero tampoco prevenidos o castigados mediante su intervención, es decir, que si el Estado, por omisión, no cumple con su función de restablecer el imperio del derecho, estamos en presencia de una violación de los derechos humanos.

En nuestro país durante el siglo XX el funcionamiento del estado de derecho se ha visto interrumpido por distintos golpes de estado. Los gobiernos resultantes de los golpes de estado se han caracterizado por la violación sistemática de los Derechos Humanos. La Constitución de la República Argentina en su Artículo 75 explicita que corresponde al Congreso: Aprobar o desechar tratados concluidos con las demás naciones y con las organizaciones internacionales y los concordatos con la Santa Sede. Los tratados y concordatos tienen jerarquía superior a las leyes.

Estos tratados tienen jerarquía constitucional y deben entenderse complementarios de los derechos y garantías reconocidos por la Constitución Nacional. La reforma constitucional de 1994 fue de gran importancia, debido a que introdujo modificaciones relacionadas con los poderes del Estado e incorporó nuevos derechos y garantías. Además produjo un cambio cuantitativo y cualitativo sobre los derechos humanos, en relación con el derecho internacional, a través de la jerarquización constitucional de tratados internacionales.

Dicha jerarquización implica que los tratados y los pactos incorporados a la Constitución Nacional no pueden ser derogados por leyes (respecto a las cuales son superiores) y que su incumplimiento no sólo puede generar responsabilidad internacional para el Estado, sino que, la responsabilidad primaria de protección sigue recayendo principalmente sobre las autoridades nacionales

En lo que atañe a los Derechos, la reforma constitucional de 1994 fue de gran importancia debido a que incorporó nuevos derechos y garantías. A los derechos de Primera Generación (individuales), contenidos en nuestra Carta Magna desde 1853, y a los de Segunda Generación (sociales), incorporados en el artículo 14 bis, se agregaron Derechos de Tercera Generación como la igualdad de oportunidades para las mujeres en el en acceso a cargos electivos (art. 37), protección del medio ambiente (art. 41) y de los consumidores (art. 42).

Hay otro aspecto muy importante que incorporó la reforma constitucional de 1994: el artículo 75 inciso 17, por el cual se reconoce la "preexistencia étnica y cultural de los pueblos indígenas argentinos" y garantiza "el respeto a su identidad y el derecho a una educación bilingüe e intercultural". También reconoce "la personería jurídica de sus comunidades, y la posesión y propiedad comunitarias de las tierras que tradicionalmente ocupan" y manda "regular la entrega de otras aptas y suficientes para el desarrollo humano". Con respecto a estas tierras, aclara que "ninguna de ellas será enajenable, transmisible, ni susceptible de gravámenes o embargos

A pesar de este reconocimiento, que significa un gran avance en lo referido a los derechos de los pueblos indígenas, no se ha efectivizado aún, a través de las leyes necesarias, el derecho a la tierra que habitan. Además, siguen existiendo numerosos problemas ecológicos que afectan las napas de aguas de sus tierras a raíz de la explotación indiscriminada de recursos naturales (petróleo y gas) por empresas multinacionales, lo que impide que tengan acceso a agua potable y viola su derecho a la salud y a la alimentación.

Por eso, los pueblos indígenas siguen siendo grupos vulnerables y para que se encuentren en igualdad con los otros miembros de la sociedad no basta con reconocerles los mismos derechos humanos. Es necesario que el Estado establezca medidas de acción positiva para compensar las consecuencias de la discriminación que históricamente han sufrido.

Las medidas de acción positiva están contempladas en la Constitución Nacional, en el artículo 75 inciso 23. Allí se dice que corresponde al Congreso: "Legislar y promover medidas de acción positiva que garanticen la igualdad real de oportunidades y de trato, y el pleno goce y ejercicio de los derechos reconocidos por esta Constitución y por los tratados internacionales vigentes sobre derechos humanos, en particular respecto de los niños, las mujeres, los ancianos y las personas con discapacidad”: Las medidas de acción positiva varían de acuerdo con el déficit que deba solucionarse para que ese grupo se encuentre en igualdad real de oportunidades y de trato. Un modo de acción positiva consiste en garantizar un mínimo de representación estable o transitoria del grupo vulnerable en los órganos de deliberación democrática, congreso o parlamento, concejos deliberantes, entre otras medidas.
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